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PREFACIO
GOBERNAR A LOS POBRES

			Didier Fassin




			Desde el fin del siglo dieciocho, en Europa, la “cuestión social” ha sido planteada tanto desde el punto de vista del fenómeno de la pobreza como de la gestión de los pobres. Por una parte, se trata de reconocer un hecho, de identificarlo y medirlo, de dar cuenta de su evolución y de analizar sus causas. Por otra parte, se trata de diseñar e implementar respuestas, ya sea de naturaleza privada y filantrópica o pública y solidaria. Sin embargo, desde el inicio esta doble dimensión, fenomenológica y de gestión, ha estado marcada por una profunda ambivalencia. De hecho, las representaciones de la pobreza mezclan indisociablemente una empatía hacia los necesitados y una desconfianza respecto de sus supuestas desviaciones: en el siglo diecinueve, se veía a las clases trabajadoras como clases peligrosas; hoy en día, se asocia pobreza con delincuencia. Es en relación a esto que las políticas que se implementan hacia los pobres movilizan alternativamente y a veces simultáneamente, la compasión y la represión: los agentes con quienes los pobres frecuentemente tienen más relación son los trabajadores sociales y los policías; el Estado social y el Estado penal son las dos instituciones que los controlan y, en la medida que el poder es más autoritario y conservador, este último adquiere más protagonismo que el primero.

			Llama sin embargo la atención, que aun cuando la cuestión social problematiza profundamente la manera como se distribuyen las riquezas en la sociedad, esta no sea casi nunca abordada desde el ángulo de las disparidades. Hablar de pobreza a menudo consiste en eludir las desigualdades. Interesarse en los pobres generalmente es evitar mirar del lado de los ricos, como si el problema de la pobreza no fuera el resultado de una repartición desigual de los ingresos de una nación. Como si el sentimiento de injusticia que sienten los pobres no estuviera vinculado a la comparación que ellos puedan hacer respecto de la situación de los grupos más acomodados. El liberalismo político viene en auxilio del neoliberalismo económico, insistiendo en la determinación individual de las condiciones sociales, en la capacidad de decisión de cada uno y en la preeminencia de la libertad sobre la igualdad. Según lo expresan los promotores de estas dos doctrinas, si los pobres son pobres es porque no se comportan como agentes racionales capaces de hacer rendir los recursos de que disponen, aun cuando estos sean escasos. Así, la responsabilidad de su pobreza no es de la sociedad sino de ellos mismos y por tanto la responsabilidad de remediar esto no es de los poderes públicos sino de ellos en cuanto logran un comportamiento mejor adaptado. 

			En relación con esta visión, América Latina constituye un notable laboratorio para estudiar la manera como se administra la pobreza y de qué modo se hace intervención social con los pobres. De hecho, es el continente donde las desigualdades han sido durante largo tiempo de las más amplias. A finales del siglo veinte la combinación de las dictaduras militares sostenidas por los Estados Unidos con los planes de ajuste estructural impuestos por el Fondo Monetario Internacional, contribuyó a profundizar todavía más las disparidades económicas y junto con esto se redujeron las acciones puestas en marcha durante el desarrollo del incipiente Estado social. Paralelamente los poderes implementaron, tanto frente a opositores como a delincuentes, políticas represivas que afectaron particularmente a los sectores populares. Ahora bien, con el retorno de la democracia, en muchos países se instalaron gobiernos que intentaron afrontar el problema de la pobreza y responder a las necesidades de los pobres. Tal es el caso de Chile, donde desde fines del siglo veinte y comienzos del siglo veintiuno, se desarrollaron distintos programas sociales. Si bien estos programas dan cuenta de una voluntad de solidaridad respecto de las poblaciones más vulnerables, no lograron de todos modos escapar a las ambigüedades propias del modo liberal de gestionar la pobreza y a los pobres. Este es el mérito del importante libro de Carolina Rojas, el cual actualiza el análisis de las tensiones políticas y morales que están a la base y que sostienen las intervenciones sociales contemporáneas. 

			Si durante largo tiempo los investigadores han dado atención a la economía política, la autora de este libro muestra que es necesario agregar al análisis la economía moral. Mientras la primera se interesa en la producción, circulación y apropiación de bienes y servicios, la segunda concierne a la producción, circulación y apropiación de valores y afectos. De hecho, la administración de la pobreza y el tratamiento de los pobres no solo tienen que ver con las ayudas materiales que se les proporciona, sino además con la apreciación de lo que está bien y de lo que está mal, y con las emociones positivas o negativas resentidas respecto a los problemas y a los sujetos con que se trabaja. La economía moral de la pobreza se manifiesta así en la mirada que se tiene de los individuos concernidos, en el espíritu de los programas que se implementan, en los debates que animan el espacio público, en los discursos de los gobernantes. Que una política se oriente a la justicia social o a la asistencia social, que se invoquen los derechos humanos y la dignidad humana o, al contrario, que se sospeche de las posibles trampas para acceder a las prestaciones sociales tiene sin duda que ver con el juicio moral que la sociedad moviliza respecto de los pobres, y ellos también lo saben bien. En este sentido, el lenguaje de la vulnerabilidad, que ha sido difundido por la influencia de los organismos de ayuda internacional, es equívoco, ya que hace pensar que el problema es la persona, en cuanto en ella estaría sostenida la fuente de la fragilidad, y no la sociedad que es la que produce la precarización. Asimismo, hablar del sufrimiento social, arriesga que se ignoren las desigualdades sociales que lo producen. Carolina Rojas, en su análisis del programa Chile Solidario discute con claridad estas diferentes facetas, a ratos contradictorias, de la economía moral de la pobreza. 

			La autenticidad y la profundidad de su investigación están en que no se limita a una historia social y una sociología política de este tipo de programas sino que estudia de cerca la manera en que los programas son implementados. Esto lo hace a través de una etnografía de las intervenciones sociales llevadas a cabo en un barrio de Santiago; es decir, a través de una observación prolongada de la actividad de trabajadores del campo de lo social, de sus interacciones con su público, de las discusiones entre ellos, de sus certezas y sus dudas, de sus prejuicios acerca de los pobres y de su deseo de ayudarlos. Ella se refiere a las subjetividades morales de estos actores para describir e interpretar escenas que develan sus dilemas y sus tensiones, en las cuales se enfrentan valores opuestos y donde se expresan afectos contradictorios. Estos agentes sociales poseen aproximaciones distintas que están vinculadas con sus formaciones profesionales, con sus trayectorias personales y con sus ideologías. Sus subjetividades morales se traducen concretamente en disposiciones diferentes, algunas más comprensivas o, al contrario, otras más autoritarias o menos sensibles a la complejidad de situaciones en las cuales se encuentran las personas con quienes intervienen. En relación con esto, hay que subrayar que Carolina Rojas adopta una posición ética al describir e interpretar los puntos de vista de quienes estudia, evitando juzgarlos y permitiendo que cada lector pueda hacerse su propia opinión. 

			A través de su investigación, podemos seguir las tribulaciones de seres de carne y hueso ya que la autora logra dar vida y humanidad a este pequeño teatro de la precariedad y la asistencia. Pero el alcance de su investigación no se restringe a esta rica aproximación microsocial que nos enseña mucho de las duras condiciones de existencia que se viven en los barrios pobres de Santiago y de los esfuerzos hechos, no sin ambigüedad, en el marco de las políticas sociales por intentar ayudarlos. Este libro da cuenta también de fenómenos que tienen un valor mucho más general. Las preguntas que aborda son de hecho aquellas que se plantea todo programa de lucha contra la pobreza, es decir los modos como se conjugan la empatía y el paternalismo, la preocupación hacia los otros y el control de sus comportamientos. Cuando no se inscriben en un proyecto más ambicioso de justicia social, estas acciones se reducen a una manera de gobernar a los pobres.

		

		
			





GLOSARIO






			AFP:	Administradora de Fondos de Pensiones 

			BID:	Banco Interamericano de Desarrollo 

			BM:	Banco Mundial 

			Casen:	Encuesta de Caracterización Socioeconómica Nacional 

			Cepal:	Comisión Económica para América Latina y el Caribe 

			Cieplan:	Corporación de Estudios para Latinoamérica 

			Cosam:	Centro Comunitario de Salud Mental 

			Dicom:	Directorio de Información Comercial 

			Dideco:	Dirección de Desarrollo Comunitario 

			Dipres:	Dirección de Presupuesto [Ministerio de Hacienda] 

			EPG:	Evaluación de Programas Gubernamentales 

			FMI:	Fondo Monetario Internacional 

			Fonadis:	Fondo Nacional de Discapacidad 

			Fonasa:	Fondo Nacional de Salud 

			Fosis:	Fondo de Solidaridad e Inversión Social 

			Funasupo:	Fundación Nacional de Superación de la Pobreza 

			Infocap:	Instituto de Formación y Capacitación Popular 

			Isapres:	Instituciones de Salud Previsional 

			Junaeb:	Junta Nacional de Auxilio Escolar y Becas 

			Junji:	Junta Nacional de Jardines Infantiles 

			Mideplan:	Ministerio de Desarrollo Social 

			Mineduc:	Ministerio de Educación 

			OEA:	Organización de Estados Americanos 

			ONG:	Organización no Gubernamental 

			PAE:	Programa de Alimentación Escolar 

			Pasis:	Pensión Asistencial 

			PNAC:	Programa Nacional de Alimentación Complementaria 

			Prodemu:	Fundación para la Promoción y Desarrollo de la Mujer 

			PS:	Partido Socialista 

			PUC:	Pontificia Universidad Católica de Chile 

			Ripso:	Red Interamericana de Protección Social 

			Sence:	Servicio Nacional de Capacitación y Empleo 

			Sernam:	Servicio Nacional de la Mujer 

			SUF:	Subsidio Único Familiar 

			UIF:	Unidad de Intervención Familiar

			





PRESENTACIÓN






			A pesar de que actuar en contra de la precariedad sufrida por algunas poblaciones pareciera ser un imperativo político y moral de carácter universal, toda época, cada grupo humano, cada sistema cultural le ha dado su propio sentido. Si intervenir sobre/con/por los pobres es el reflejo de cómo las comunidades humanas se piensan a sí mismas, la pobreza resulta ser por tanto un campo fértil para conocer y comprender el desarrollo de las sociedades. Pero también, este es un campo de acción propicio para generar grandes transformaciones sociales, económicas y políticas. Situados como punta de lanza, como conejillos de indias, como sujetos de la historia o como portadores del futuro de la patria, la acción dirigida a mejorar las situaciones vividas por las personas pobres, ha sido estratégico en muchas épocas para justificar el desarrollo de formas de gobierno más generales. Es así que en torno a estos temas se han consolidado corpus de saber, experticias profesionales, tecnologías, instituciones y normativas (Castel, 1995).

			En este libro abordo la asistencia a los pobres como un objeto político, es decir, un instrumento de acción mediante el cual la sociedad transmite ideas normativas acerca de sí misma y, por tanto, un campo en disputa. Así visto, la asistencia es un modo/medio de reproducción social. Pero, a su vez, entiendo la asistencia como un objeto de las políticas, es decir, campo de interés que se levanta sobre la base de decisiones y juegos de poder.

			La lógica de “gestión de los pobres” articula principios aparentemente opuestos, los cuales han estado anclados históricamente en los dilemas y desafíos de la asistencia social: centralismo y localismo; tecnificación e intuición; control y empatía; autonomía y dependencia; responsabilidad y compasión; burocratización y reciprocidad, etc. Frente a esto, sostengo que hoy, a comienzos del siglo XXI, dichos principios se actualizan a la luz de una forma individual pero extensiva de abordar las desigualdades y de un modo de hacer Estado social. La principal particularidad de esta forma de construir lo social es que genera grandes promesas de libertad y bienestar, al tiempo que precariza la intervención. Brutal paradoja, cuya principal consecuencia es la generación de altos grados de incertidumbre y, por tanto, de sutil sometimiento. 

			Siguiendo el modo de hacer de los estudios de la gubernamentalidad, en este libro pongo especial atención a las retóricas político-morales con el fin de comprender las reglas y relaciones que organizan las lógicas de la producción de lo social. Pero se reconoce que el análisis de las formas de gobierno requiere, también, del desarrollo de formas de investigación capaces de aprehender el quehacer de los actores y los conflictos a que se ven enfrentados en términos subjetivos, es decir, un análisis a nivel de las prácticas. Para esto, sitúo y propongo en perspectiva lo que implica llevar a cabo una etnografía del Estado que, yendo más allá del estudio de sus racionalidades, permite entrar, tal como proponen Didier Fassin y otros autores (2013), en su corazón. Dicho en otros términos y siguiendo a la historiadora chilena María Angélica Illanes (2006), la etnografía de la ayuda social que aquí se presenta permite aprehender el cuerpo y la sangre de la política de pobres contemporánea. La premisa desde la cual parto es que la ayuda social se produce, se encarna y se consolida en el hacer cotidiano de funcionarios, profesionales y usuarios. Por tanto, no se trata de un marco cultural normativo estable, sino que está circunscrito problemáticamente a relaciones sociales y de poder por las que circulan diversos valores, normas y emociones (Fassin, 2012). Y a su vez, este modo de hacer Estado instituye subjetividades particulares.

			Tratándose, en el caso de la asistencia, de una práctica fuertemente femenina y llevada a cabo mayoritariamente por mujeres, este libro está enfocado de modo especial en aquellos dilemas políticos y morales a los que se ven enfrentadas las actrices de la asistencia en su quehacer cotidiano. Con esto me refiero al estudio de las “subjetividades morales” (Fassin et al., 2013), es decir, a la manera como los valores y reglas morales asociados a la asistencia a los pobres se articulan con el género, con la institucionalidad y, además, con la acción que la política incita a realizar. 

			Este libro ha sido construido desde el cruce interdisciplinario y crítico de la antropología política, la sociología de la ayuda y el estudio de los afectos. Desde la antropología política, se resitúa al Estado no solo en su relación con los pobres, sino que también en su vínculo más amplio con la producción de valores político-morales ligados a las formas de comprensión contemporáneas de lo social. Desde la sociología de la asistencia, se entiende que la experiencia chilena forma parte del conjunto de configuraciones que ha tenido la institucionalización de la atención al prójimo a lo largo de la historia. Y desde el enfoque del estudio de los afectos, se recogen los aportes que han hecho los análisis feministas y la perspectiva de género a la comprensión de cómo la circulación de determinadas emociones sirve políticamente para instituir patrones normativos que regulan los cuerpos y las conductas. Así, entiendo que las experiencias interpersonales y relacionales que se dan en el encuentro próximo entre los sujetos de la asistencia se convierten en un modo específico de gobierno.

			Trayectoria de una investigación

			En la década de los noventa la práctica de investigación sociológica en Chile se estructuró en gran medida a la par con el proceso político de retorno a la democracia y la reconstrucción del Estado. Los intelectuales chilenos comprometidos con este momento histórico se hicieron parte ya sea trabajando en el gobierno, o bien orientando sus trabajos de investigación a nutrir, fundamentar y evaluar desde una crítica interna las acciones del Estado con miras a mejorarlas. En este contexto, se expandió fuertemente la figura de los think thank, del consultor y de las consultoras (Aedo, 2012; Joignant, 2009), formándose una élite de intelectuales, en particular economistas y cientistas sociales, que a través de vínculos con los partidos políticos producían conocimiento para el Estado. En este nuevo mercado de servicios de las ciencias sociales el principal financista y mandante era el propio Estado, y el producto de intercambio era un “conocimiento” investido de neutralidad científica para la toma de decisiones.

			Durante el período 1998-2004 se me presentó la oportunidad de formar parte de este mundo —mercado privado/mercado público paraestatal— desde un lugar privilegiado. Habiendo recién salido de la universidad, entré a trabajar en una consultora de estudios sociológicos en políticas públicas, cuyos directores mantenían lazos directos con las autoridades de gobierno y la élite política e intelectual. Gracias a ello tuve la ocasión de participar en el desarrollo de diversos estudios e investigaciones sobre políticas dirigidas a grupos con identidades específicas (género, indígenas, jóvenes, etc.) y en el debate general acerca del lugar que les corresponde a las políticas de superación de la pobreza dentro de la acción social del Estado. De cierto modo, y modestamente, colaboré como joven profesional en el proceso de construcción del lenguaje con el que se fue narrando la política social de los noventa y del 2000 en Chile. Ejemplo de esto fue mi participación en el capítulo “Superación de la pobreza y gestión descentralizada de la política y los programas sociales”, del libro Descentralización. Nudos críticos (2001), el cual tuvo como propósito elaborar recomendaciones para el diseño de políticas públicas.

			Ahora bien, en marzo del 2002, y de manera poco predecible dentro del ritmo y orientación que venía teniendo el debate sobre las políticas sociales en el país, se produjo un golpe de timón. El presidente Lagos convocó a expertos a participar de una instancia oficial de discusión que marca un hito en el proceso de construcción de una nueva matriz de inteligibilidad de las desigualdades y, junto con esto, de la redefinición del rol del Estado social y de los modos de hacer política social en Chile. Evidentemente, desde una posición de espectadora (no protagonista, quiero decir), pude seguir de cerca el bacsktage de este proceso de discusión y negociación. Así me fue posible constatar cómo el debate que se venía dando desde finales de la década de los noventa se vio interrumpido el 2002 producto de un aparente consenso político-académico/estatal-paraestatal acerca de un nuevo modo de pensar lo social en Chile y su institucionalización, el cual se materializa en la creación del programa Chile Solidario. Este programa y, de manera general, el entramado de discursos y prácticas que le dan forma son, para mí, aquí la puerta de acceso para analizar y reportar las formas contemporáneas de ayuda social. 

			Las reflexiones expuestas se nutren de diferentes experiencias y aproximaciones que he tenido en el ámbito de las políticas sociales desde hace veinte años. Pero de manera central, es el resultado del trabajo investigativo que desarrollé en el marco de mi tesis doctoral, que se organizó metodológicamente en torno a tres momentos. El primero, iniciado el 2008, tuvo como propósito realizar una reconstrucción sociohistórica de las transformaciones ocurridas a comienzos del siglo XX en la intervención pública orientada al abordaje de lo social. Me interesé entonces en cómo se movilizaron, promovieron, integraron y legitimaron nuevos enfoques, y en cuáles fueron los temas en disputa y los aspectos que tensionaron su institucionalización e implementación. Para responder a esto, entrevisté a una treintena de personas que directa o indirectamente colaboraron en el proceso de diseño de Chile Solidario. Especial atención les di a las interacciones y espacios de luchas de poder en la élite de lo social: los intelectuales, policy makers, políticos, etc. En paralelo, trabajé en la revisión de un archivo de prensa sobre temas de pobreza y políticas públicas1. Me concentré en particular en el debate mediático ocurrido entre los años 1996 y 2008. La información recogida me permitió reconstruir una cronología de sucesos e hitos, observar la secuencia de los debates, posicionar a los actores e instituciones que participaron y condujeron públicamente los cambios en la agenda de lo social y registrar la trayectoria de los discursos.

			El segundo momento de la investigación, entre los años 2009 y 2011, fue la realización de un estudio de las formas de tratamiento e intervención a las familias asistidas por las políticas sociales vinculadas al programa Chile Solidario. Concretamente, consistió en observaciones del trabajo cotidiano de interventores sociales y de profesionales locales abocados a la implementación de programas sociales en dos municipalidades de Santiago y entrevistas en otros tres municipios de fuera de Santiago. Principalmente, me vinculé y observé sus prácticas, con los llamados Apoyos Familiares, que eran profesionales y funcionarios responsables de la línea de intervención psicosocial del Programa Chile Solidario (denominada Programa Puente). Además, aunque de modo menos sistemático, según el trabajo de agentes locales que trabajaban en otras dependencias municipales; por ejemplo, funcionarios del área de estratificación social, asistentes sociales y enfermeras del área de asistencia y de consultorios. Me hice parte de su día a día laboral observando su trabajo en oficina, el desarrollo de sus tareas administrativas, sus interacciones. Con ellos recorrí las calles de los barrios donde vivían las familias atendidas y asistí a las sesiones de visita domiciliaria. Además, participé del trabajo de coordinación de los equipos municipales, de capacitaciones a interventores sociales, de reuniones de estos equipos con los funcionarios de otras instituciones del Estado con las que se coordinan, etc. A nivel municipal, concurrí a un conjunto de actividades a las que era convocado el equipo del programa (municipio en la calle, ferias de programas sociales, cabildo comunal, etc.). Durante las mañanas de terreno, entre una y otra entrevista a Apoyos Familiares y las visitas a familias, aprovechaba de observar las dinámicas que se producían en la sala de espera de la oficina municipal del Programa Puente. Entre los Apoyos Familiares debo destacar a Clara, que fue mi interlocutora de referencia y con quien mantuve durante cuatro años una relación de colaboración. Fue con ella que el terreno tomó color, sentido y consistencia.

			El último y tercer momento del trabajo de campo de mi investigación consistió en el desarrollo de un estudio de las dinámicas cotidianas de familias beneficiarias de la política social, en particular de Chile Solidario. La idea era conocer sus experiencias. Para ello tomé contacto con dos familias beneficiarias de Chile Solidario que había conocido el año 2009 a través de Clara y que vivían en un barrio de las comunas estudiadas: El Naranjo, ubicado en una comuna de la zona sur de Santiago. El vínculo más fuerte lo establecí con las mujeres/madres de estas familias, particularmente con dos: Laura y Eva, pero pude compartir importantes momentos también con sus parejas, hijas e hijos, vecinos y parientes. Las acompañé a hacer trámites, al hospital, al consultorio, al colegio a buscar a los niños, a vender en la calle. Pasamos fines de semana juntas. Las acompañé también en procesos de búsqueda de trabajo, de disputas de pareja, de enfermedades y conflictos con sus padres, etc. Sin embargo, progresivamente, mis observaciones fueron transitando hacia fuera de sus casas. Comprendí, entonces, la importancia que tenía situar de manera más general la experiencia de asistencia dentro del contexto del barrio, por lo que extendí mi trabajo hacia afuera de sus casas. Tomé contacto y realicé entrevistas, con organizaciones del sector, tales como juntas de vecinos, instituciones locales (consultorios, escuelas). El barrio delimitó un terreno etnográfico que me permite hablar de un lugar, de un territorio concreto donde adquiere sentido y contenido la experiencia de ayuda y asistencia. 

			En complemento al trabajo de mi tesis, las ideas aquí contenidas se deben a los intercambios sostenidos con otras y otros. Primero con estudiantes de pre y posgrado, quienes han tenido la capacidad de dudar con agudeza de las intuiciones iniciales de mi investigación, llevándome a convertirlas en ideas y argumentaciones fundamentadas. En segundo lugar, con otros académicos en el marco de dos proyectos en los cuales participé. Por una parte, el proyecto Latinassist, financiado por el programa “Les Suds Aujourd’hui II-2010” de la Agence Nationale de la Recherche (Francia), orientado a estudiar los efectos sociales de las políticas públicas de asistencia social desarrolladas en América Latina desde finales de los años noventa en seis metrópolis latinoamericanas (Buenos Aires, Guadalajara, Bogotá, Santiago, Sao Paulo, La Habana). Y por otra, el proyecto Normalidad, Diferencia y Educación-NDE (SOC-1103), financiado por el programa Anillos de Conicyt (Chile), dirigido a estudiar aquello que social y culturalmente se entiende como “lo normal” y en función de lo cual se define el modo de actuar y evaluar el comportamiento de los sujetos clasificados como “diversos”. El trabajo desarrollado en estas experiencias investigativas fue consolidando los análisis en torno a la construcción y deconstrucción de subjetividades y afinando mi mirada al estudio de aquellas prácticas de normalización invisibles pero estructurales, ligadas a la intervención social contemporánea.

			Mediante todo este proceso, “la ayuda” se configuró como el objeto de investigación que presento. Esta es una idea que circulaba con recurrencia tanto en los relatos de los diseñadores y promotores del Chile Solidario como en el de los políticos, interventoras, beneficiarias y vecinas del barrio. Me pareció entonces clave hacerlo aparecer en el título, ya que describe relaciones de tipo moral, social, económico y político a partir de las cuales se significa un estado: la necesidad; una acción: el ayudar; un objeto: la ayuda, y una cualidad: el ser ayudada.

			La escritura se fue armando a partir de ideas desarrolladas en algunos artículos y capítulos que fui escribiendo en el curso de estos años de investigación2. Me parece importante mencionarlo, ya que le permitirá al lector interesado comprender el desarrollo del argumento central dentro de un continuo y, al mismo tiempo, acceder mediante estas publicaciones a un análisis más focalizado de algunas de las ideas que acá solo están esbozadas.

			Me parece importante mencionarlo, ya que le permitirá al lector interesado comprender el argumento central de este libro dentro de un continuo y, al mismo tiempo, acceder mediante estas publicaciones a un análisis más focalizado de algunas ideas que acá solo serán esbozadas.

			Tal como se podrá constatar, esta obra moviliza material proveniente de distintas fuentes: i) escritos e investigaciones de teoría social, de historia, de teoría filosófica y de estudios feministas; ii) documentación producida por instituciones especializadas en temas de desarrollo; iii) archivos de prensa y medios de comunicación; y iv) material elaborado en el marco del diseño e implementación de la política pública. Cada una moviliza lenguajes distintos y por tanto, articularlas, fue un desafío que consideré importante asumir al momento de escribir, creyendo que favorecería la explicación de ideas y atraparía el interés del lector... espero que así sea.

			Y una última aclaración con respecto a la escritura. Este libro moviliza bibliografía proveniente de comunidades académicas hispanas, anglosajonas y francófonas. La lectura que he hecho de estos trabajos ha sido a partir de sus ediciones originales, por lo tanto, aclaro que toda cita proveniente de una edición que no sea en idioma español ha sido traducida por mí. No obstante, las páginas referidas corresponden a la edición presentada en la bibliografía disponible al final libro. 

			La política de la vulnerabilidad y sus prácticas de investigación

			La clasificación y categorización de un estado de pobreza y de vulnerabilidad corresponde a un acto de definición que conlleva implícitamente la necesidad de intervenir sobre él. En este sentido, nombrar la vulnerabilidad y asistirla forman parte de una dialéctica político-moral que otorga legitimidad al establecimiento de una relación: entre lo identificado como vulnerable y aquel o aquella que lo ayuda y lo protege. En estos términos, el trabajo de investigar esta política de la vulnerabilidad ha tenido la intención de objetivarla como una experiencia de otros que son quienes participaron en la investigación ­—les enquêtés—. Ahora bien, en términos éticos y epistémicos, considero fundamental en esta presentación reflexionar en una dirección opuesta: ¿Cómo esta política de la vulnerabilidad impacta a la misma experiencia de investigación que la estudia? Dicho de otro modo, ¿en qué medida el propio objeto de estudio “afecta” las prácticas que intentan conocerlo?

			Mi investigación se orientó a indagar la relación que establecieron los interventores del programa Chile Solidario con las mujeres de familias beneficiarias, es decir, con familias que han sido identificadas por el Estado como vulnerables. Una de las innovaciones de este modelo de gestión de lo social es que el Estado es el que va al encuentro de sus beneficiarios. Concretamente, son los interventores quienes acuden hasta las residencias de las familias, les comunican su vulnerabilidad y las invitan a establecer una relación de asistencia. De este modo, la política de la vulnerabilidad ocurre en el territorio (físico, social, emocional, urbano, cultural, etc.) del propio sujeto “vulnerable asistido” y de manera menos recurrente en las instalaciones u oficinas de la administración del Estado. 

			Desde el momento en que mi trabajo de campo consistía en observar las prácticas de asistencia, el desplazamiento de los organismos del Estado hacia el hogar de los usuarios se hizo extensivo al de mi propia práctica de investigación. En lo concreto, esto se tradujo en viajes cotidianos desde una geografía de barrios “no vulnerables” hacia una de “barrios vulnerables”. En un comienzo, estos desplazamientos estuvieron acompañados de una incomodidad importante que fui registrando reflexivamente. Pero fue a su término que pude comprender el carácter de tales emociones en el contexto de la práctica investigativa más general. Ellas remiten a dos niveles de negociación y producción asociados a la práctica misma de investigación: el subjetivo y el metodológico.

			En términos subjetivos, el trabajo etnográfico se me presentó en muchas ocasiones adverso, agresivo e inseguro. Un ejemplo de esto fue lo que me ocurrió con Andrea, hija de Laura. Ella tenía 13 años, y como habíamos conversado en varias ocasiones, se había convertido en un contacto clave en El Naranjo. Como ya era costumbre, un día pasé a saludar a su madre y me invitaron a almorzar. Mientras Laura y yo hacíamos sobremesa, Andrea y su hermana mayor deciden ir a ver a un amigo. Al salir, Laura les indica que se despidan de mí. Las niñas se acercan y me dicen “chao, tía”. Entonces, le digo a Andrea “que lo pases bien”. En ese momento ella se gira y muy despacio dice algo que no alcanzo a escuchar, pero por la reacción de los demás percibo que era un comentario irónico. Luego de eso parten y entonces le pregunto a Laura qué había dicho y me repite: “Ella le dijo: ‘Usted es quien lo pasa bien’…”. Esta situación hizo mucho eco en mi investigación. Las palabras de Andrea remiten a una confrontación de doble faz que me subjetiviza y por tanto me incita a negociar una identidad acerca de qué es lo que estoy haciendo. Por una parte, a pesar de que yo había logrado entrar a las casas del barrio y tener la impresión de que había ganado la confianza para relacionarme cotidianamente con las familias, la confrontación de Andrea me resituó en mi estatus de “no vulnerable” y por tanto puso en cuestión el interés y sentido de que yo estuviera ahí y visitara frecuentemente a su familia. Y por otra, me confrontó con el carácter teatral que rodea el vínculo etnográfico y, por tanto, con la ilusión de la etnografía de aprehender las formas de vida de los otros. De cierta manera, las palabras de Andrea rompieron cualquier intento por superar aquella jerarquía a priori desde la cual yo, en tanto investigadora, ejercía un poder sobre ellos. Es en cierto modo un acto de resistencia de su parte que me expuso en términos subjetivos, pero también en mi rol de investigadora, en una posición de vulnerabilidad otra debido a su capacidad de desestabilizar mi posición.

			Otro ejemplo de esta incomodidad vulnerabilizante es aquella relacionada con mi sensación de inseguridad en el barrio. El Naranjo es reconocido hasta hoy como un sector de Santiago en el que hay mucha violencia ligada a la delincuencia y al tráfico de drogas. Parte importante de mi experiencia inicial de terreno estuvo marcada por la sensación de temor y desprotección resentida cuando desde mi casa, ubicada en una comuna de clase media, iba rumbo a El Naranjo. Si bien fui objetivando y registrando reflexivamente esta afectación, tuve que trabajarla a nivel conductual para poder insertarme en el territorio. Pero aun más, esta situación fue finalmente estructurando indirectamente mi trabajo de campo. Gran parte de los contactos y las decisiones de vincularme con entidades del territorio fueron parte de una estrategia personal de negociación con los actores en miras a conformar un sistema mínimo de autoprotección. De este modo me fui rodeando de agentes reconocidos y respetados en el territorio, con los cuales comencé a salir por las calles, para que se me viera y se me asociara con ellos. Al cabo de un tiempo mi temor pasó, pero para entonces habían transcurrido varios meses y mi trabajo etnográfico ya tenía forma y contornos sociales e institucionales específicos (por ejemplo, me había relacionado estrechamente con un centro de protección a la infancia dedicado a la protección de derechos de los niños, pero que también tenía la misión de controlar y denunciar su violación, lo cual generaba confianzas y sospechas de mi trabajo).

			A partir de estos dos ejemplos, quisiera destacar el hecho de que fue el propio trabajo en terreno el que desubjetivizó mi experiencia de investigadora. Esto provocó en mí una sensación de vulnerabilidad desde la cual se creó una condición de necesidad de negociar los alcances, posibilidades y límites de la investigación.

			Pero la política de la vulnerabilidad intervino también a otro nivel: el metodológico. Uno de los primeros dilemas a los cuales me vi enfrentada durante el trabajo de campo tuvo que ver con la manera de presentarme frente a mis interlocutores (tanto interventores como beneficiarias). Si bien estratégicamente creí que mi formación en Trabajo Social podía abrirme puertas para establecer vínculos con mis interlocutores (y de hecho en muchos casos lo fue), la experiencia de estar realizando un doctorado en Sociología en Francia demarcaba no solo una distancia social grande, sino que también confrontaba inevitablemente a mis interlocutores, en especial a los interventores, a su propio futuro y proyecto de movilidad profesional y social. En el caso de mi relación con los beneficiarios, lo resolví omitiendo tanto mi estatus de doctorante como mis estadías en París, que para entonces eran más temporales que permanente. ¿Cómo superar la distancia social, experiencial que me separaba de las interlocutoras? ¿Cómo conseguir la empatía etnográfica necesaria para poder explorar espacios tan íntimos, como las necesidades, los dolores y sufrimientos, pero también entrar en sus hogares y conocer sus historias? ¿Cómo franquear la distancia social, cultural y estructural existente entre nosotras de manera de acceder a grados de horizontalidad que permitieran el establecimiento de un vínculo etnográfico? Es a partir de estos dilemas que observo que mis vivencias de vulnerabilidad y precariedad se convirtieron en un recurso discursivo y emocional estratégico para el establecimiento de vínculos con los sujetos de mi investigación. En mis notas de campo tengo registros de las reiteradas ocasiones en que movilicé mi propio estado de vulnerabilidad en términos de las que eran mis condiciones de vida social, material y afectiva de ese momento: “Es difícil este trabajo, es muy solitario, es sacrificado vivir como becaria en París sin muchos recursos. Allá no cuento con redes familiares. Tengo dos hijos, no manejo bien el francés, soy inmigrante en un país muy xenófobo. Allá soy receptora de subsidios sociales al igual que ustedes”. Al observar hoy este relato autobiográfico, con distancia temporal, recupero el valor genuino y honesto de aquellas palabras y me reconozco en mi propio estado de vulnerabilidad del momento. Ahora bien, el acto de comunicarlo y relatarlo, aun cuando evidentemente no remitía a una táctica discursiva meramente interesada, formó parte de una lógica de intercambio, en este caso de emociones y sufrimientos de la vulnerabilidad, a partir de la cual inevitablemente pude fundar empatía etnográfica.

			El libro está organizado en ocho capítulos. En el primero, “Aproximaciones para el estudio del gobierno de los pobres”, presento los elementos de contexto, los abordajes teóricos y las propuestas conceptuales que enmarcan y sostienen el trabajo de investigación. De este modo, en él explicito el desde dónde he producido mi objeto de estudio “la ayuda”. Específicamente, aquí despliego la hipótesis central de mi argumento, que apunta a que en los últimos años se habría configurado un nuevo campo de acción sobre lo social, al que he denominado asistencial socializado. En seguida, profundizo en los dilemas teóricos, políticos y metodológicos del estudio contemporáneo de la asistencia, enmarcándolos dentro de las transformaciones históricas de la sensibilidad social acerca de la pobreza en Chile. A continuación, muestro que mi estudio etnográfico del Estado en práctica se engloba dentro de una corriente de análisis más amplia de las ciencias sociales acerca del quehacer de lo político y en particular hago explícito cuál es, en el ámbito de la política social contemporánea chilena, el espacio en que esta intervención adquiere lugar. Y por último, propongo que la reconfiguración de la escena de lo social se corresponde con formas singulares de gobierno de los sujetos mediante un trabajo sobre la producción de sus subjetividades. 

			A través de un estudio sociohistórico, en el segundo capítulo, titulado “Discurso: la cruzada de erradicación de la extrema pobreza”, reconstruyo interpretativamente los argumentos y justificaciones políticas y morales que circularon a nivel de la élite de gobierno, para crear y respaldar la necesidad de hacer un giro a partir del siglo XXI en el abordaje de lo social. Esto lo planteo en un primer momento de acuerdo con el recorrido discursivo de la lucha contra la pobreza en Chile al momento del retorno a la democracia. Luego doy cuenta de la emergencia de una nueva valoración de lo social, que tiene un sentido de redención, ya que, con la llegada de un nuevo presidente socialista a La Moneda, se profetiza la idea del retorno (asumiendo que durante la dictadura habría sido desmantelado producto de las políticas neoliberales de subsidiariedad). A continuación, profundizo en dos valores morales que se instalan políticamente como pilares de la producción de la sensibilidad contemporánea de lo social: la solidaridad y la compasión. Aquí muestro que la articulación compleja y particular de estos allana el camino para hacer transformaciones a nivel de normas, reglas, instituciones, obligaciones y maneras de hacer la asistencia. Terminando el segundo capítulo, describo las implicancias que tiene este nuevo modo de comprensión de las desigualdades a nivel de los sujetos “deseados”, “esperados” por la política contemporánea de asistencia, es decir, el pobre normal/ideal. Y asociado a esto mismo, exalto la imagen y lugar que toma el Estado frente a la intervención con los pobres y en la pobreza. En el tercer capítulo, titulado “Haciendo estado social en torno a ‘los vulnerables’”, describo y analizo el proceso de transformación institucional del Estado en lo que respecta a los temas sociales, particularmente en lo que se refiere a la creación del Sistema de Protección Social Chile Solidario3. El interés particular por esta política radica en su carácter emblemático en términos políticos, pero ante todo en su potencia expresiva de consolidación de un nuevo modelo y un nuevo paradigma de comprensión de lo social. En la primera sección de este capítulo deconstruyo el discurso desde el cual se define la extrema pobreza como una población. Es decir, doy cuenta de las distintas dimensiones a partir de las cuales se construye la categoría de los “extremadamente pobres”. En seguida, abordo el proceso mismo de producción de la política en términos de las trayectorias de sus promotores, las estrategias de instauración de enfoques, así como los juegos de poder a nivel político e intelectual. En una tercera sección de este capítulo notifico la necesidad política de consolidar ya no solo institucionalmente un proyecto y programa sobre lo social, sino que también a nivel semántico. Aquí propongo que, colgándose de los lenguajes en boga a nivel latinoamericano y de los organismos internacionales, se instala un nuevo lenguaje de lo social en torno a la idea de riesgos, protección, vulnerabilidad social. Al finalizar este capítulo presento dos instrumentos informáticos que se crearon al alero de esta política y que sostuvieron el nuevo sistema de gestión de lo social: la Ficha de Protección Social y el Registro Nacional Social. Con esto me propongo mostrar cómo este tipo de tecnologías son centrales en el trabajo de control disciplinario y normativo de la asistencia.

			En el cuarto capítulo, titulado “Vida cotidiana. El Naranjo y su gente”, presento el barrio en el cual desarrollé la etnografía visto a partir de las experiencias cotidianas de las mujeres pobladoras que ahí residen y que han sido beneficiarias junto a sus familias de Chile Solidario. Aquí describo las estrategias de subsistencia de las familias para comprender cuál es el significado que le otorgan a la asistencia y en particular a la ayuda recibida a través de Chile Solidario. En el quinto capítulo, que lleva por título “Agentes de la intervención: cariño y control, vocación y profesión”, describo la figura del Apoyo Familiar, quien, siendo mediador entre el Estado y los sujetos y familias pobres, fue un actor fundamental de la política. Aquí muestro la ambigüedad de su rol y funciones, presentándolo como un agente que, al tiempo de encarnar la promesa política y moral del Estado de proteger a los suyos, distribuía dinero, cupos, pañales, canastas de alimentos; era un productor de expectativas, emociones, sueños. Para comprender el papel de esta figura dentro de la política, en este capítulo analizo etnográficamente también las condiciones y posibilidades con que los Apoyos Familiares desarrollaban su trabajo. 

			En el sexto capítulo, titulado “Los beneficiarios: la ayuda no se exige, se agradece”, presento y describo el proceso a través del cual la gente pasa de ser un receptor de la asistencia del Estado a ser un actor dentro de una relación de ayuda con los interventores. En este nuevo modelo de asistencia, el Estado es el que identifica, selecciona y va en búsqueda de los beneficiarios. Por tanto, a las familias solo les resta esperar. En este contexto, el análisis se concentra, en primer lugar, en el microcontexto de la espera y la anunciación, que es en el cual se desarrolla la gestión del deseo e interés de ser beneficiario de la asistencia. Y posteriormente, analizo las distintas formas que tienen las familias de apreciar el hecho de convertirse en una “Familia Chile Solidario” y, ligado a esto, las diversas maneras en que el Estado las compromete. 

			Basado en el material etnográfico y en entrevistas a mujeres beneficiarias del programa, en el séptimo capítulo, “La intervención como una relación de ayuda mutua”, me concentro en la relación de las familias, y en particular de las mujeres, con los agentes de la intervención. En él se da cuenta de los dispositivos de poder a través de los cuales actúa la política de asistencia; se exaltan los valores que esta produce y reproduce, tanto a nivel de las familias como de los profesionales de la asistencia; se describen las acciones y condiciones mediante las cuales la gestión (racional) y el vínculo (afectivo) se combinan virtuosamente en aquello que se denomina “ayuda” y que es lo que permite hacer frente a una política social precaria e incierta. Por último, analizo las tensiones y conflictos éticos a partir de los cuales los actores de la ayuda construyen sus subjetividades en contextos de asistencia. 

			Para finalizar, en el octavo capítulo titulado “Asistencia, género y cuidado”, examino desde una perspectiva feminista los modos como se organizan, explican y naturalizan las formas de evaluar a los sujetos vulnerables y de justificar la asistencia. Aquí demuestro con argumentos que de acuerdo con la manera como se entienden los tres actos claves en que se juega la actual política asistencial (la focalización, la transferencia de dineros y las visitas domiciliarias), se instituyen importantes procesos de sexuación. Y al finalizar el capítulo, analizo en términos éticos y normativos el lugar que tienen los afectos, la feminidad y la familia en la práctica de asistencia y, en específico, en la relación de ayuda. 

			En síntesis, el foco de este trabajo son los dilemas —les enjeux— sociales, políticos y morales de la consolidación de una matriz práctica y discursiva de lo social en el Chile de los años 2000. Es un trabajo que se aboca a estudiar sociohistóricamente la gestación de la actual política de la vulnerabilidad y etnográficamente la cotidianidad de su implementación mediante las “prácticas de ayuda” que establecen interventores y beneficiarios. A través de este objeto de investigación doy cuenta de cómo se organiza la asistencia contemporánea a los pobres y a partir de esto la “gestión de lo social”.

			Este libro ha sido hecho con el interés de provocar y afectar a quienes se deciden a explorarlo. Mi sincero deseo es que genere interrogantes y permita profundizar una reflexión, desde perspectivas no convencionales, del estudio de la política social y de manera general de lo social.
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			CAPÍTULO I


			APROXIMACIONES PARA EL ESTUDIO DEL GOBIERNO DE LOS POBRES

			Momento 1

			El 4 de diciembre del año 1972, en la ciudad de Nueva York, el presidente Salvador Allende (primer presidente socialista de Chile y representante de la Unidad Popular-UP), pronunció un histórico discurso en la Asamblea General de la ONU. Con las palabras: “Vengo de Chile, un país pequeño…”, Allende introdujo una alocución que fue fuertemente aclamada por los representantes de la Asamblea. 

			El pueblo de Chile ha conquistado el Gobierno tras una larga trayectoria de generosos sacrificios, y se encuentra plenamente entregado a la tarea de instaurar la democracia económica, para que la actividad productiva responda a necesidades y expectativas sociales y no a intereses de lucro personal. De modo programado y coherente, la vieja estructura apoyada en la explotación de los trabajadores y en el dominio por una minoría de los principales medios de producción, está siendo superada. En su reemplazo surge una nueva estructura, dirigida por los trabajadores, que puesta al servicio de los intereses de la mayoría, está sentando las bases de un crecimiento que implica desarrollo auténtico, que involucra a todos los habitantes y no margina a vastos sectores de conciudadanos a la miseria y la relegación social. Los trabajadores están desplazando a los sectores privilegiados del poder político y económico, tanto en los centros de labor como en las comunas y en el Estado. Este es el contenido revolucionario del proceso que está viviendo mi país, de superación del sistema capitalista, para dar apertura al socialismo (Discurso del presidente de Chile, Salvador Allende, durante la reunión de la Asamblea General de Naciones Unidas, 4 de diciembre de 1972).

			En grueso, se trató de una proclama libertaria, promotora de una transformación estructural que se orientaba a la construcción de una sociedad justa y sin miseria. Sin embargo, nueve meses después de que el Presidente Allende se planteara así frente al mundo desde la palestra de la ONU, Chile se sumergió por 17 años en una dictadura militar que arrasó con el proyecto de la Unidad Popular y edificó una de las versiones más ortodoxas del neoliberalismo. A partir del 11 de septiembre de 1973, fecha del golpe militar de Augusto Pinochet, se institucionaliza un proceso radical de devastación del Estado social que se había intentado construir en Chile a lo largo de todo el siglo XX. En su reemplazo, a partir de los años ochenta se implementó un modelo inédito a nivel mundial de reformas neoliberales que redujeron al mínimo los recursos y las acciones estatales en materia social. Para esto se introdujo el mecanismo de la “hiperfocalización” (Ceballos y Lautier, 2007) mediante el cual se seleccionaba a los beneficiarios y se comenzaron a distribuir los recursos y ayudas del Estado. 

			Momento 2

			El 22 de septiembre de 2009, en el Hotel Westin, en pleno centro de la ciudad de Nueva York, se llevó a cabo una reunión de la Organización de Estados Americanos (OEA) vinculada a la Cumbre de las Américas1. Hubo más de 200 participantes; entre ellos, representantes de organizaciones internacionales, autoridades de ministerios de Desarrollo Social de toda la región, miembros de la sociedad civil, de centros de investigación, de universidades, de fundaciones y del sector privado. El objetivo de este encuentro fue hacer pública la creación de la Red Interamericana de Protección Social (Ripso). Esta era una iniciativa propuesta a comienzos del mismo año, durante la V Cumbre de las Américas2, con la finalidad de contar con una instancia que permitiera identificar e intercambiar de manera permanente experiencias de políticas y programas de combate a la pobreza entre los países de la región. La inauguración contó con una conferencia de “alto nivel”, según calificó el propio reporte de prensa de la OEA. Seis personeros fueron sus protagonistas: el secretario general de la OEA, el chileno José Miguel Insulza3; la secretaria de Estado de los Estados Unidos, Hillary Clinton; el presidente del Banco Interamericano de Desarrollo, Luis Alberto Moreno; el presidente de Colombia, Álvaro Uribe, y el alcalde de Nueva York, Michael Bloomberg. Pero la conferencista principal, según anunciaba el protocolo, sería la presidenta de Chile, Michelle Bachelet, quien entonces estaba por dejar el cargo de su primer período de gobierno (2006-2010).

			La intervención de Michelle Bachelet en la OEA fue muy mediatizada debido a que exaltaría la experiencia chilena como “ejemplificadora” para la región en materia de estrategias de superación de la pobreza y política de protección social. Tal visión de país se sostenía en dos argumentos, uno económico y otro social. En relación con el primero, se avizoraba que el impacto de la crisis bancaria y financiera iniciada el 2008, que para entonces tenía a todos los países sumidos en una situación muy álgida, sería, en el caso de Chile, muy leve debido a que disponía desde hacía años de una economía sólida. Y en términos sociales, se festejaba la tendencia progresiva y sostenida de disminución de la pobreza que habíamos tenido como país, la que, si bien concentraba su mayor impacto en la década de los noventa, en el contexto de esta instancia internacional se asoció con la implementación del Sistema de Protección Social Chile Solidario, que data del año 2002.

			De este modo, en el marco de esta cumbre internacional, tanto políticos como expertos celebraron la experiencia chilena y la destacaron como un modelo que debía ser replicado con urgencia en otros países de la región, en particular en aquellos que ya estaban sufriendo o se anticipaba que sufrirían las consecuencias sociales de la crisis.

			Hillary Clinton, elogiando a Michelle Bachelet, se refirió a Chile de la siguiente manera: 

			Chile es un ejemplo claro de lo que queremos lograr en protección social […]. Considero que es importante observar el impacto general de lo que ha hecho Chile. El liderazgo de la presidenta Bachelet en desarrollo social y económico ha ayudado a hacer de Chile un ejemplo de cómo la democracia puede lograr beneficios significativos y sostenibles. Puesto que uno de los efectos secundarios de lo que hoy estamos hablando es demostrar lo que la democracia puede conseguir (Discurso de la secretaria de Estado de los Estados Unidos, Hillary Clinton, Reunión OEA, 22 de septiembre del 2009)4.

			El éxito económico y el éxito social fueron, en el contexto de esta instancia internacional, los pilares de una construcción arquetípica de la experiencia chilena, a la cual me referiré como la construcción de un Nuevo Estado Social. Tal posicionamiento dentro de la geopolítica social latinoamericana fue el resultado de una doble estrategia: por una parte, la de los organismos internacionales que se proclamaron promotores de la implementación del enfoque de Gestión Social del Riesgo y, asociadas a estos, las políticas de transferencias condicionadas (conditional cash transfert programs) para el tratamiento de pobres, en particular el Banco Mundial y el BID, y por otra, la estrategia del propio gobierno chileno, el que, habiendo consolidado un sistema de gestión de pobres singular y sólidamente modelizado, venía desde hace algunos años intentando su exportación.

			Por su lado, la presidenta Bachelet, en su discurso durante el lanzamiento de la Red, recordó que 184 millones de personas en América Latina vivían bajo la línea de pobreza y que de estas, 72 millones estaban en situación de indigencia. Frente a este escenario, enfatizó la urgencia de abordar este flagelo desde una dimensión ético-política y mencionó que el tratamiento de la pobreza y de la desigualdad es una estrategia que además de calmar las conciencias legitima las democracias.

			Ética, porque no podemos ignorar que la distribución del ingreso en nuestra región sigue siendo una de las peores del mundo y porque la persistencia de la miseria en países que cuentan con recursos y posibilidades para superarla, claramente remece nuestras conciencias… política, porque uno de los principales factores de riesgo para las democracias es el descontento social […] la pobreza y las desigualdades están entre los factores que más contribuyen a enrarecer la convivencia y a acrecentar la desconfianza hacia el sistema político, especialmente si arrecian las discordancias entre las promesas y las realidades (Discurso de la presidenta de Chile, Michelle Bachelet, reunión OEA, 22 de septiembre 2009).

			En su discurso la presidenta Bachelet quiso también hacer un quiebre con el pasado: 

			Nos sigue pesando la todavía débil asignación de prioridades a los asuntos sociales, heredada de la pasada hegemonía neoliberal con su creencia en el mercado como panacea y un cierto desprecio por la acción del Estado (Discurso de la presidenta de Chile, Michelle Bachelet, reunión OEA, 22 de septiembre 2009).

			Si durante las décadas de los ochenta y los noventa los países latinoamericanos habían sido objeto de una implantación radical de políticas neoliberales, a partir de las cuales lo social había asumido un lugar residual, en los albores del nuevo siglo se enuncia y anuncia, a través de este evento mundial, una transformación significativa en el modo de distribuir, producir y asignar valor a lo social. Ahora es el Estado, y no solo el mercado, visto como un agente central del desarrollo y este último ya no solo se evaluará en términos económicos, sino también a partir de la consideración de lo social. 

			En este contexto, la constitución de esta Red Interamericana de Protección Social, liderada por la experiencia chilena, representa los esfuerzos por instaurar y promover un consenso internacional acerca de los modos necesarios y legítimos de cómo abordar lo social en el nuevo siglo. Esta instancia puede ser vista como una oportunidad tanto para Chile como para la comunidad americana, y en especial para EE.UU., para dejar atrás el pasado neoliberal y redimirse. Pero también es un momento de congratulación recíproca que refleja un interés regional de reestablecer los vínculos y la cooperación, pero ahora ya no para la implantación de un capitalismo descarnado, sino para la promoción de una democracia de alto contenido social. 

			Tan solo 35 años distancian la escena de Salvador Allende en la ONU con la de Michelle Bachelet en la OEA, y probablemente corresponde a uno de los períodos más intensos en la historia nacional en términos de implementación y destrucción de proyectos de país. Ambos momentos comparten una alta significación en la escena internacional y están protagonizadas por presidentes chilenos socialistas, cuyos programas de gobierno se proponían hacer transformaciones históricas y fundamentales para construir una sociedad sin miseria. Sin embargo, es evidente también que sus proyectos discursivos se anclan en lógicas políticas y formas de concebir al Estado completamente diferentes.

			Las palabras de Allende están cargadas de denuncia y proclamación. Proyectan la autonomía chilena frente al poderío internacional y su influencia económica y política; plantean la posibilidad cierta de una democracia y de un gobierno de los trabajadores, y definen la redistribución económica y la justicia social como los objetivos únicos y fundamentales del gobierno del pueblo. Por su parte, el discurso de Michelle Bachelet porta una idea de refundación del Estado social en una relación de demarcación y distancia crítica del modelo neoliberal implantado durante la dictadura. “¡Algún día debía llegar el momento de dejar atrás la política social de tipo neoliberal y plantearse como promotores de otro modelo!”. En este sentido, las palabras de la presidenta Bachelet tienen la potencia política de retomar un aparente proyecto inconcluso de los gobiernos posdictatoriales y es en este contexto que la nueva ola de políticas de protección social se constituye en una gran oportunidad. Estos enfoques se instauran en América Latina a partir de finales de los años noventa, promovidos por organismos internacionales tales como el Banco Mundial (Holzmann, Sherburne-Benz y Tesliuc, 2003). Y no resulta anecdótico, sino muy coherente, ver que son estos mismos agentes los que protagonizan también el lanzamiento de la red Ripso. Específicamente, estos enfoques se alimentaron y probaron durante el segundo quinquenio de los noventa a partir de la experiencia de cuatro programas sociales latinoamericanos emblemáticos dirigidos al tratamiento de pobres: Oportunidades en México; Jefes y Jefas de Familia sin Empleo en Argentina; Bolsa Familia en Brasil, y Chile Solidario en Chile. Según un catastro realizado por la Cepal, entre los años 1997 y 2011 se habrían implementado un total de 47 programas de transferencias condicionadas en América Latina y el Caribe (Cecchini y Madariaga, 2011). Y al año 2018, se observa que este tipo de programas se implementa en más de 80 países del mundo (Parker y Vogl, 2018). Michael Bloomberg (2009), que el año 2007 había instaurado el programa Opportunity?, que es su propia versión del Oportunidades mexicano, pronuncia un discurso en la OEA en la misma ceremonia de lanzamiento de Ripso, en el que refuerza que los países de la Red comparten el mismo objetivo: 

			Para hacer que nuestras comunidades sean focos de innovación, en otras palabras, organizados en función de oportunidades, se espera que las personas trabajadoras puedan costear las formas de mantener a sus familias y hacer realidad sus sueños (Discurso del alcalde de Nueva York, Michael Bloomberg, reunión OEA, 22 de septiembre de 2009).

			Declaradas universalistas, estas políticas reivindican una semántica del bienestar que renueva la retórica de las desigualdades y, tal como mencioné, el instrumento privilegiado y común a ellas son los condicional cash transfer programs (programas de transferencias monetarias condicionadas). El propósito de este tipo de instrumentos es articular intervenciones de tipo asistenciales y de promoción de la corresponsabilidad y la autonomía de los individuos a través de la entrega condicionada de ayudas sociales. En su discurso en la OEA, M. Bloomberg, haciéndose parte del grupo de promotores de una nueva versión de lo social, comparó las transferencias condicionadas de protección social con los mecanismos de incentivos tributarios y con formas de compensación que se utilizan en la empresa privada, queriendo así justificar la eficiencia de este tipo de política social. 

			Como usted bien sabe, las transferencias monetarias condicionadas son subvenciones financieras diseñadas para motivar a las personas a tomar acciones positivas que mejorarán sus futuros. Por ejemplo, hacer citas médicas regulares para mantener a sus hijos saludables; ayudara sus hijos a  tener un buen rendimiento en el aula; u optar a capacitación que los llevará a tener un trabajo mejor remunerado. Los incentivos financieros ya han demostrado ser una herramienta poderosa en muchas áreas. El gobierno federal coloca estos incentivos en nuestro código de impuestos, a través de políticas como la deducción de impuestos de interés hipotecario para propietarios de viviendas. En este caso, l sector privado también los utiliza, en forma de paquetes de compensación. Entonces, ¿por qué los gobiernos locales no deberían también aprovechar el poder de los incentivos?  (Discurso del alcalde de Nueva York, Michael Bloomberg, reunión OEA, 22 de septiembre 2009).

			Ahora bien, a pesar de que estos programas son planteados como mecanismos innovadores de protección social, sus impactos en cuanto al abordaje de las desigualdades no se orientan a modificar las estructuras de los regímenes de bienestar de los países (Lo Vuolo, 2010). Lejos de aquello, se entiende que las desigualdades se deben enfrentar a través de la gestión de la vulnerabilidad, lo que implica: i) políticas macroeconómicas que estabilicen el ciclo y ii) un Sistema de Protección Social de diversificación de riesgos organizado como un sistema modular de programas, donde distintos componentes se ajusten al patrón de riesgo específico de cada grupo social (Lo Vuolo, 2010). Estudios acerca de estos programas de transferencias condicionadas (Valencia-Lomelí, 2008) revelan, entre sus particularidades, que con ellos se pretende romper con el círculo de reproducción intergeneracional de la pobreza, por lo cual se enfocan hacia la familia, orientados a la protección de los individuos durante las primeras etapas del ciclo de vida. Por lo tanto, se les da prioridad a las familias con hijos con edades correspondientes a la primera infancia (Molyneux, 2006). Uno de los componentes principales para abordar esta dimensión, y que ha sido celebrado por su carácter innovador, es el de acompañamiento psicosocial, un aporte de la versión chilena a este tipo de políticas. 

			Chile Solidario fue, como dijimos, la primera versión chilena de este tipo de políticas. Creado el año 2002, se promulga el 2004 como Ley Nº 19.949, adquiriendo el estatus de política de Estado. Según sus definiciones programáticas, se organizó en torno a cuatro ejes. El primero consiste en un acompañamiento psicosocial de dos años a las familias beneficiarias, el que es realizado por profesionales llamados Apoyos Familiares, y que fue identificado con un nombre particular: Programa Puente5. Debido a que esta intervención psicosocial es una de las características distintivas de Chile Solidario, muchas veces, por confusión, se utiliza indistintamente el nombre de uno u otro6. El segundo, eje, el pago de un bono, apoyo monetario por veinticuatro meses para las familias beneficiarias. El tercero, la garantía de acceso a un conjunto de subsidios sociales estatales, algunos nuevos y otros preexistentes dentro de la oferta social del Estado. Y el último eje, la prioridad para las familias beneficiarias de Chile Solidario en el proceso de selección de usuarios de un conjunto de otros programas sociales con los cuales esta política ha establecido convenios institucionales.

			Diversos estudios (Carneiro, Galasso y Ginja, 2009; Larrañaga, Contreras, Ruiz Tagle, 2009) se han abocado a identificar los principales resultados de Chile Solidario. En general, todos constatan su restringido impacto en la variable superación de la pobreza. Y casi todos reconocen el propio diseño y la modelización de su implementación como uno de sus principales logros. Los aciertos que se le reconocen son su capacidad de focalización; su cobertura; su capacidad de coordinar interinstitucionalmente la oferta social del Estado; el manejo de información de los beneficiarios y, en términos generales, la gestión de la intervención (cumplimiento de metas e indicadores de gestión asociados al diseño mismo del programa). 

			Es importante señalar que el período aquí estudiado es aquel que va desde la creación de Chile Solidario hasta el año 2011, que es el momento en que se asienta en Chile un nuevo modo de ver y concebir lo social. Luego de eso se han hecho transformaciones importantes a esta política debido a los vaivenes político-ideológicos de los gobiernos (Larrañaga y Contreras, 2014). Concretamente, el año 2011, durante el gobierno de Sebastián Piñera, se le incorpora la entrega de un bono de Asignación Social, que fue concebido como un suplemento del ingreso autónomo para las familias beneficiarias. Pero el año 2012, en el marco de la creación del Ministerio de Desarrollo Social (hasta entonces Mideplan), Chile Solidario se recrea como un nuevo programa. De manera informal, este es nombrado Ingreso Ético Familiar (IEF) y de manera formal, el año 2012, se institucionaliza (Ley 20595) bajo el nombre de Seguridades y Oportunidades. Ahora bien, por el hecho de estar basado en los pilares de Chile Solidario, esta política ha sido entendida como su sucesora (Irarrázabal et al., 2012). 

			El gobierno de Sebastián Piñera se esforzó entonces en marcar una diferencia entre el Chile Solidario y el Ingreso Ético Familiar en función de una crítica asociada al asistencialismo. Ante esto, se implementó una nueva dimensión de intervención, que es la habilitación (socio) laboral (Mideplan, en Contreras 2016). Para entender cómo esta lógica se expresó en el diseño del programa, es necesario mirar brevemente la estructura de incentivos que el IEF instaura, la cual se basa en tres pilares. El primero, llamado Dignidad, que podría considerarse equivalente al bono que entregaba Chile Solidario. El segundo pilar, llamado Deberes, considera transferencias de bajo monto por mantener los chequeos de salud al día para niños menores de seis años y asistencia regular a la escuela para todos los menores de 18 años del hogar. El tercer pilar, llamado Logros, incluye en un comienzo el bono al Logro Escolar y el bono a la Mujer Trabajadora, pero luego, el 2016, incorpora también un bono por Formalización del Trabajo y uno por Graduación de Enseñanza Media. El acompañamiento psicosocial, que había sido uno de los emblemas del Chile Solidario, además de uno de los elementos mejor evaluados (Larrañaga, Contreras y Cabezas, 2014) se mantuvo, pero se le sumó una nueva arista de intervención, cuyo objetivo es “mejorar la capacidad de las familias para generar ingresos en forma autónoma, el mejoramiento de sus condiciones de empleabilidad y participación en el ámbito laboral” (Ministerio de Desarrollo Social, 2016, p. 2). Así, la figura del Apoyo Familiar fue reemplazada por la del Apoyo Laboral. La promoción de empleabilidad se dirige a todos los miembros del hogar que, teniendo edad suficiente para trabajar, no estén estudiando o puedan compatibilizar sus estudios con la participación en el programa. Con esto, se limita la labor del acompañamiento psicosocial, más específicamente, al desarrollo de habilidades y capacidades para la autonomía, además de conectar con las redes de servicios sociales y garantías básicas. 

			En resumen, si bien el Programa Chile Solidario ha sufrido importantes transformaciones y redenominaciones, el modelo, los dispositivos, el lenguaje, las formas de intervención basadas en las transferencias condicionadas se ha mantenido, sostenido y reforzado como un modo de actuar sobre los sujetos pobres. Es en este sentido que su estudio tiene un valor histórico y social que se justifica más allá de su continuidad o permanencia como política social. Distanciándome de lo que son los estudios de “caso” (Yin, 2003; Stake, 1999), tal como lo hacen la ciencia política o los análisis de política pública, me aproximo a Chile Solidario como un campo de acción cuyo estudio nos permite indirectamente acceder a la comprensión del valor y sentido de las desigualdades, así como a las formas de actuar frente a ellas. Como mencioné anteriormente, indago el modo de tratamiento contemporáneo a la población pobre y, de manera más general, la forma de abordar lo social que se implanta a partir del nuevo siglo en Chile. En otras palabras, me intereso en los lenguajes, saberes y prácticas que hoy predominan en el quehacer de lo social, y en este contexto mi aproximación a Chile Solidario tiene valor en cuanto se constituyó en una política que vehicula prácticas discursivas y por tanto es un modo de acceso a ellas. Desde esta perspectiva, lo que me interesa es la “singularidad política” y no la “particularidad de esta política”. Es decir, no me importan las características específicas de la implementación de Chile Solidario, sino las prácticas de la acción pública (Cantelli y Genard, 2007) por las cuales se alcanza un proceso general de singularización de las formas de intervenir, producir y gestionar lo social. 

			Lo “asistencial socializado”

			El estudio de las formas de tratamiento de los pobres exige distinguir conceptual e históricamente aquello que se entiende como lo asistencial de aquello que se define como lo social. Estos son dos conceptos y campos de acción que se asocian a enfoques político-morales diferentes, y que, aun cuando se han planteado en disputa, a nivel teórico y práctico conviven, se mezclan y se articulan. 

			Los estudios sociohistóricos acerca de la asistencia y de la creación de las primeras instituciones sociales vinculan su origen a la complejización de la estructura social a partir de la cual se habría producido un debilitamiento de la sociabilidad primaria (Castel, 1995; Messu, 2009; Autés, 2013). Desde este marco, las prácticas de asistencia se relacionan con un modo de afrontar y hacerse cargo de los problemas que en sociedades menos diferenciadas eran asumidos por la comunidad. Robert Castel (1995) ocupa el término “campo asistencial” para referirse a aquella acción cuyo objetivo es suavizar de una manera organizada, especializada, las carencias de una sociabilidad primaria. Es decir, se orienta a llenar la brecha que se produce en las relaciones dirigidas a disipar los riesgos de desafiliación que produce la pérdida de vínculos comunitarios. Para el autor, la asistencia existe entonces mucho antes que la invención de “lo social”. Lo social, como un dominio distinguible de uno político o económico está directamente ligado al pauperismo y a la cuestión social, lo cual implica una estrecha ligazón con la experiencia socializadora del trabajo, es decir, vinculado a la condición laboral. A lo social previo a la cuestión social Robert Castel lo llama “lo social-asistencial”. Esto lo define como las múltiples formas institucionalizadas de relaciones no económicas dirigidas a diferentes categorías de indigentes (prácticas e intervenciones de asistencia), pero también a los modos sistemáticos de intervenciones dirigidas a poblaciones: represión de vagabundos, obligación de trabajo, control de circulación de mano de obra, entre otras.

			La aparición de lo social ha sido entendida, entonces, como un campo de acción directamente ligado a la cuestión social y la configuración de la sociedad moderna y al desarrollo de un Estado proteccionista. Fue en el siglo XVIII, vinculado a la idea de población (Foucault, 2004b), que lo social surge como un modo de hacer extensivo, asociado a una obligación de la sociedad, y ya no solo dependiente de una relación entre individuos particulares. La cuestión social orienta a un problema generalizado, cuyas causas fueron la consecuencia del proceso de industrialización, por lo tanto, teóricamente se entiende como algo inseparable de la cuestión del trabajo. 

			Rompiendo con las perspectivas funcionalistas y evolucionistas que explican y asocian el desarrollo de las políticas de bienestar a partir de la protección de los sistemas políticos o modelos económicos, diversos autores han postulado que los estados sociales hicieron de la acción hacia los pobres y la pobreza una manera de instalar, forjar y consolidar la idea misma de sociedad salarial. Ejemplos de esto son los trabajos de Geremek (1987), Procacci (1993), Castel (1995), Dean (2010), FoxPiven y Cloward (1971), Polanyi (2009), entre otros. Desde un enfoque crítico, estos autores coinciden en que, en distintos momentos históricos, las élites políticas, económicas y científicas han hecho emerger/constituir la pobreza como un campo de acción pública. A través de la identificación de la pobreza como fenómeno, lo social se convierte en un ámbito distinguible y diferenciado del espacio económico y político. Y asociado a esto se construye también un sujeto moral a partir del cual se evalúa su mérito y se distribuye la protección. En este sentido, la pobreza y lo social, así como el pobre y la moral, están imbricados en su naturaleza. Bronislaw Geremek en La piedad y la horca, por ejemplo, estudia las políticas de asistencia de los vagabundos mostrando cómo la racionalización de estas permitió identificar entre los buenos/verdaderos y los malos/falsos pobres-mendigos y de este modo se organizaron formas de castigo y asistencia que activaron los sentimientos de piedad y una sensibilidad social acerca del trabajo, actuando y controlando aun más allá de la acción misma sobre estos sujetos. Michel Foucault en La historia de la locura, adelanta también algunas reflexiones en esta línea, analizando el proceso de laicización de la concepción de la pobreza. Así se refiere a la transformación comprensiva del ser pobre, el cual pasa de ser entendido como un absoluto divino a verse como un individuo asociado al trabajo y del cual se espera una conducta acorde con el orden social. 

			Pero el miserable solo puede ser sujeto moral en la medida en que ha dejado de ser sobre la tierra el representante invisible de Dios. Hasta el fin del siglo XVII, será aún la objeción mayor para las conciencias católicas. ¿No dice la Escritura “Lo que haces al más pequeño entre mis hermanos…”? Y los Padres de la Iglesia, ¿no han comentado siempre ese texto diciendo que no debe negarse la limosna a un pobre por temor de rechazar al mismo Cristo? […]. Esta vez, la miseria ha perdido su sentido místico. Nada, en su dolor, remite a la milagrosa y fugitiva presencia de un dios. Está despojada de su poder de manifestación. Y si aún es ocasión de caridad para el cristiano, ya no puede dirigirse a ella sino según el orden y la previsión de los Estados. Por sí misma, (la miseria) ya solo sabe mostrar sus propias faltas y, si aparece, es en el círculo de la culpabilidad […]. Despojada de los derechos de la miseria y robada de su gloria, la locura, con la pobreza y la holgazanería, aparece en adelante, secamente, en la dialéctica inmanente de los Estados (Foucault, 2008, pp. 88-89).

			Este paso, junto con el descubrimiento del valor económico de la población, dice el autor, hace del tratamiento de la pobreza y del pobre, en particular de aquel ligado al encierro, un modo particular de articulación de una lógica proteccionista y represiva dirigida a producir un sujeto moral en función de la experiencia del trabajo. De esta manera, la lógica de la asistencia tradicional le pide al asistido demostrar y manifestar signos de incapacidad, es decir, una deficiencia con respecto al régimen común de trabajo. Y entonces lo social se ha asociado con aquella acción dirigida a estructurar la organización del trabajo. Las políticas diseñadas para esto tienen como objeto último hacerse cargo de la vulnerabilidad de masa y conducen a pensar en un modelo de seguridad. 

			Como consecuencia de lo anterior, se puede comprender la emergencia de los sistemas de seguridad obligatorios, los cuales lograron insertar una forma de acción social distinta a la asistencial. Promovieron un tipo de protección inédita, solidarista que permitió llegar a una población distinta a la con que trabajaba la asistencia tradicional. A partir de esta separación, la asistencia fue y ha sido entendida como legítima solo cuando se concentra en los casos límites, atípicos con respecto a la condición de trabajo.

			Inspirada en esta distinción conceptual, contemporáneamente se crea un nuevo campo de acción en el marco del Estado social en Chile que he denominado “lo asistencial socializado”. Esta noción exalta una de las hipótesis centrales de este libro, que es que las políticas contemporáneas de tratamiento de pobres hacen un retorno a los principios básicos de la acción asistencial, próximidad, voluntad de quien asiste y establecimiento de una relación directa, pero institucionalizándolos como la manera en que el Estado se hace cargo de la vulnerabilidad de masa y por tanto asociándolo con mecanismos de seguridad y protección. Es decir, al tiempo que se asume la responsabilidad social de la pobreza, en la concepción y tratamiento de ella se particulariza su resolución asociándola con una cuestión de “ayuda” interpersonal. Es en esta relación que afirmo que los y las agentes de la intervención se convierten en actores claves para el Estado, ya que son los brazos con los cuales podrá a estrechar y sostener afectivamente a los pobres. De este modo, lo social y lo asistencial resultan fuertemente imbricados, configurando un nuevo campo de acción pública, ya no solo dirigido a la resolución de situaciones excepcionales, sino que extensivo en cuanto a la resolución de diversos problemas sociales y a la atención de numerosas poblaciones. 

			Lo asistencial socializado consistirá, entonces, en un modo de hacer acción pública, sistemática, burocratizada, racional, pero a su vez personalizada, próxima, directa. Será una manera de restablecer la sociabilidad primaria, las confianzas, los afectos, la reciprocidad, pero lo hará paradójicamente a través de la institucionalización de mecanismos compensatorios y condicionados que delegan la responsabilidad de lo social a los propios sujetos, particularmente mujeres. En síntesis, lo asistencial socializado apunta a aquellas estrategias dirigidas a establecer, tanto en las instituciones públicas como en sus funcionarios y en sus usuarios, una actitud o disposición de “ayuda”. 

			Dilemas asociados al estudio contemporáneo de la asistencia 

			Desde principios del siglo XX la distinción y la separación neta entre lo asistencial y lo social han estado en el sentido común de los hacedores de política y en las disciplinas que se abocan a estudiar la(s) política(s) y el Estado social (el trabajo social, la ciencia política, la política pública, la historia social, la sociología, la antropología). En este contexto, argumentar políticamente a favor de la acción asistencial ha sido algo vedado. La asistencia ha sido asociada a un pasado, a una acción anclada en una forma premoderna de lo social y por tanto asumida como una cuestión superada gracias a la seguridad social y las políticas proteccionistas. Las principales críticas que se le han hecho a la asistencia han tenido que ver con su carácter paliativo, la poca eficacia, su carencia de una idea de derecho y con la sospecha de no ser más que una caridad laicizada. 

			En el caso chileno, a lo largo del siglo XX y hasta 1973 (año del golpe de Estado), la acción social estuvo dirigida en su totalidad a la creación y consolidación de un Estado de tipo proteccionista, que ha sido identificado como Estado de bienestar. Inspirado en las políticas de providencia europeas, particularmente francesas, este proceso puso también la asistencia en los márgenes de la acción estatal. Sin embargo, a principios del siglo XXI se observa que sus principios se infiltran en el debate político y se convierte explícitamente en un objeto de estudio académico. En el plano político, su rehabilitación está ligada principalmente a la idea de derechos, de mínimos sociales o de prestaciones básicas. Estas ideas han sido promovidas por el Banco Interamericano de Desarrollo7, y se dirigen a la instauración de lo que se ha denominado como universalismo básico (Filgueira et al., 2005). Estos enfoques se justifican desde los derechos humanos. Se considera necesario que la sociedad provea un mínimo vital a sus ciudadanos, disponiéndose así nuevamente a debatir acerca de la legitimidad de políticas paliativas. Bajo el supuesto de que se trata de sociedades en vías de desarrollo, en Chile y en algunos países de Latinoamérica la pobreza se asume como un estado temporal; por tanto, la situación de precariedad de los pobres corresponde a casos límites, atípicos, disociada de su relación con el trabajo. En este sentido resulta próxima a los principios de la asistencia.

			En lo que se refiere a su reinstalación en el campo académico, si bien se observa que históricamente los estudios acerca de la asistencia han sido escasos, recientemente han adquirido valor en el contexto, por un lado, de la historia social (Romero, 2007; Zárate, 2013; Illanes, 2006; Ponce de León, 2011) y, por otro, del trabajo social (Matus, 2008; González, 2010). 

			Dentro del debate de las políticas sociales y del trabajo social en Chile, se observa que a principios de los noventa la idea de asistencia está presente en el discurso acerca de lo social, pero desde un sentido negativo, a través del calificativo de “asistencialismo”. Esta es una referencia crítica a las formas de atención a los pobres implementadas durante la dictadura: existencia de un Estado social reducido que se abocaba a acciones paliativas, meramente asistenciales, orientadas a superar un presentismo y no a modificar los patrones o estructuras de desigualdad, como lo serían las políticas de seguridad social. El concepto de asistencialismo moviliza por tanto una crítica a la política y define indirecta y normativamente un tipo de práctica considerada inaceptable. Los abordajes del concepto durante la década de los noventa eran precisamente para oponerse y distanciarse de él y de la política subsidiaria de los ochenta, y fundamentar una supuesta transformación, evolución y desarrollo de una acción diferente, que será posteriormente llamada promocional.

			Ahora bien, en Chile y en Latinoamérica no es posible comprender la asistencia social, y no necesariamente el asistencialismo, desapegada del proceso de profesionalización del servicio social8. Desde esta perspectiva, diversas autoras proponen que es preciso entender la asistencia de principios de siglo XX como una forma de transformación social y de progresismo y no como una práctica ligada a la tradición y al statu quo (Matus, 2008, González, 2010, Illanes, 2006). Según sostiene Teresita Matus (2008), la asistencia se orientó precisamente a la superación de la caridad. Se trató, al menos en términos de ideal y utopía, de una práctica que otorgó un carácter científico y no moral a la acción del Estado que va de la mano con un proceso de profesionalización del trabajo social. María Angélica Illanes (2006) sostiene esta misma idea con datos historiográficos, mostrando que el proceso de asistencia de principios de siglo está en el origen de una identidad profesional, pero también en el origen de una élite profesional estatal que desarrolla una nueva área del saber. Según la autora, la acción de asistencia preestatal habría transformado el campo de poder político a través de la constitución de un movimiento civil gubernativo (liderado por los profesionales) que desplaza a la tradicional aristocracia, y asumirá posteriormente la responsabilidad de crear el Estado social. 

			No obstante, el gran valor analítico de estos trabajos, en el propio lenguaje del trabajo social y, más extensivamente, del Estado social y quienes lo estudian, existe una invisibilización de la preeminencia de la asistencia social. Como consecuencia de esto hay un desconocimiento del valor de esta acción y por añadidura un desconocimiento de los efectos e impacto relativos que esta tiene dentro del conjunto de otras formas de hacer de las políticas sociales. Pero además esto plantea conflictos éticos y políticos a los profesionales de lo social, ya que la asistencia, a pesar de la crítica y negación de esta, forma parte ineludiblemente de las maneras cotidianas de hacer intervención social. 

			Producto de lo anterior, estudiar estas prácticas en el contexto actual, mostrando sus usos, lógicas, sentido, etc., permite, por una parte, resituar analíticamente la asistencia como un elemento fundamental dentro del abanico de formas de acción del trabajo social y de manera más general del Estado. Y, por otra, hace posible constituirla en un objeto de estudio socioantropológico, cuyo conocimiento permitirá entender en qué principios se fundan, en la sociedad actual, las interacciones que se establecen en contextos de ayuda entre los actores (asistidos e interventores), pero también entre Estado y ciudadanos.

			Las sensibilidades acerca de la pobreza

			La mirada de la élite decimonónica chilena a los pobres

			En Chile los pobres y la pobreza emergen como problema y asunto de interés público a mediados del siglo XIX, esto es, un siglo después que en Europa. Romero (2007), estudiando la manera como la élite chilena concibe a los pobres durante la segunda mitad del siglo XIX (es decir, sin referirse a las imágenes institucionalizadas acerca de estos, sino que a aquellas que derivan de la experiencia, la ideología, el prejuicio, en suma, de la vida cotidiana), distingue tres tipos de miradas que serán, según sostiene, las que estarán en permanente disputa a lo largo del siglo XX: la horrorizada, la calculadora y la moralizadora. Hasta 1840, la sociedad chilena se encontraba fuertemente escindida, pudiéndose claramente distinguir entre la gente “decente” y los “rotos” (artesanos y verdaderos rotos), a partir de lo cual se establecían relaciones de equilibrio, mutuamente aceptadas, entre la posición paternalista de unos y de subordinación de los otros. Se trataba, de una sociedad fuertemente integrada, ya que compartían un universo cultural común, de raigambre criolla (De Ramón, 2003; Salazar y Pinto, 1999-2002; Romero, 2007). En este contexto, la experiencia urbana de mediados del siglo XIX reproducía, según sostiene Romero citando a Sarmiento9, la imagen de que “nadie ignoraba quién era quién y todos se sentían pertenecientes a un mundo común” (Romero, 2007, p. 34). Seguido de un fuerte proceso de crecimiento económico, el año 1870 se produce un proceso de concentración de riquezas y el establecimiento de nuevas relaciones sociales asociados al desarrollo de una economía capitalista. Esto tuvo como consecuencia procesos de urbanización acelerada y con esto una fuerte emigración del campo a la ciudad. En este contexto, los pobres, en tanto masa, adquieren visibilidad a los ojos de la élite. “Súbitamente, se tomó conciencia de las condiciones en que vivían los pobres, aquellas en las que la enfermedad se incuba: el rancho, la acequia, el agua… Todos comenzaron a mirarlos y a discutir qué hacer con ellos” (Romero, 2007, p. 216). De manera revuelta, la mirada que se construye del pobre es la del horror, ya que confunde problemas sanitarios con problemas morales. 

			La mirada de este “otro” empieza a asociarse con la idea de raza y conjuga la idea del pobre con la de un extraño, degradado, peligroso, muy distinto a los rotos con los que en los viejos tiempos se compartía en la chingana o los festejos del Dieciocho (Romero, 2007, p. 17).

			Los pobres de finales del siglo XIX se empiezan a identificar en los censos bajo la categoría de “gañanes”, correspondiente a aquellos sectores populares en vías de convertirse en clase trabajadora. En paralelo a este modo de ver a los pobres se fue configurando una mirada de tipo calculadora, a partir de la cual los pobres fueron identificados como fuerza de trabajo. Sin embargo, se desarrollaron dos actitudes frente a esta imagen: una tradicional, que asoció al pobre con el vagabundo errante, con el “indio nómada”, desde la que se diseñaron estrategias de control (moral, policial o de consejería), y que fue la que predominó. Y otra más moderna, que ve en el inmigrante del campo a un trabajador y, por tanto, se deduce que lo que se debe hacer para enfrentar su situación es producir mayor cantidad de empleos y elevar los salarios. Y, por último, se observa que la élite desarrolla también una mirada moralizadora del pobre, de acuerdo con la cual la escisión de la sociedad fue interpretada como segregación. El programa moralizador se sostenía en la premisa de que los pobres tendrían un eventual deseo de mejorar su condición y por tanto la acción hacia y con ellos debía orientarse a producir hábitos, valores, metas y premios, premisa y enfoque que de cierta manera se recupera en los albores del siglo XXI, como veremos a lo largo de este libro. 
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